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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 3  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-10556-2020
CARATULADO : CORTEZ/FISCO DE CHILE

Santiago, treinta de junio de dos mil veintid s.  ó

Vistos:

Con  fecha  13  de  julio  de  2020,  folio  1,  comparece  do a  ñ Gabriela  del 

Carmen  Wenger  Meza,  omite  profesi n  u  oficio,  y  don  ó Jos  Miguel  Cortezé  

Wenger, omite profesi n u oficio, ambos domiciliados en calle Catedral N  1009,ó °  

oficina  302,  comuna  de  Santiago,  quienes  vienen  en  deducir  demanda  de 

indemnizaci n de perjuicios por responsabilidad extracontractual, en contra del ó Fisco 

de Chile, representado por la abogado procuradora fiscal del Consejo de Defensa del 

Estado do a Ruth Israel  L pez,  ambos  domiciliados en calle  Agustinas N  1687,ñ ó °  

comuna de Santiago, Regi n Metropolitana, por las razones de hecho y fundamentosó  

de derecho que expone.

Con fecha 17 de diciembre de 2020, folio 21,  se notific  la demanda y suó  

prove do personalmente a la demandada de autos, mediante su representante legal. í

Con fecha 06 de enero de 2021, folio 23, comparece la demandada oponiendo 

excepciones dilatorias de litis pendencia y de ineptitud de libelo, la que previo traslado 

de la contraria, se rechaz  con fecha 06 de enero de 2022, a folio 17 del cuaderno deó  

excepciones dilatorias.  

Con fecha 18 de enero de 2022, folio 29, la demandada contest  la demandaó  

deducida en su contra.  

Con fecha 02 de febrero de 2022, folio 32, la demandante evacu  el tr mite deó á  

la r plica.é

Con fecha 16 de febrero de 2022, folio 37, la demandada evacu  el tr mite deó á  

la d plica.ú

Con fecha 25 de febrero de 2022,  folio 38,  se  recibi  la causa a prueba,ó  

notific ndose a la parte demandada con fecha 14 de marzo de 2022, y a la parteá  

demandante con fecha 05 de abril de 2022, a folios 39 y 41. 

Con fecha 02 de mayo de 2022, folio 45, se acogi  el recurso de reposici nó ó  

interpuesto por la parte demandante, fij ndose como hechos sustanciales, pertinentes yá  

controvertidos los all  se alados.í ñ

Con fecha 17 de junio de 2022, folio 54, se cit  a las partes a o r sentencia.ó í

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que, con fecha 13 de julio de 2020, comparece do a Gabrielañ  

del Carmen Wenger Meza y don Jos  Miguel Cortez Wenger, quienes vienen ené  

deducir demanda de indemnizaci n de perjuicios por responsabilidad extracontractual,ó  
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en contra del Fisco de Chile,  representado por la abogado procuradora fiscal  del 

Consejo de Defensa del Estado, do a Ruth Israel L pez, todos ya individualizados,ñ ó  

por las razones de hecho y fundamentos de derecho que expone.

Relatan que su marido y padre Manuel Edgardo Cortez Joo, militante del 

Movimiento  de  Izquierda  Revolucionaria,  se  encuentra  en  calidad  de  detenido 

desaparecido de la dictadura militar, desde sus 28 a os de edad, cuando el d a 14 deñ í  

febrero de 1975, fue detenido por agentes de la Direcci n de Inteligencia Nacional,ó  

por tratar de impedir el arresto de su amigo y compa ero del MIR don Hugo Danielñ  

R os Videla, quien tambi n se encuentra desaparecido hasta la actualidad. Agreganí é  

que el d a 16 de febrero de 1975, su esposa fue detenida y trasladada al centro deí  

reclusi n y tortura de Villa Grimaldi,  cuando ten a 9 meses de embarazo,  siendoó í  

golpeada  y  sentada  en  la  parrilla,  encerr ndola  en  un  cuarto  oscuro,  asilada  yá  

administr ndole unas pastillas que no tom . á ó

Se alan que durante los 5 d as que permaneci  en dicho lugar, comprob  queñ í ó ó  

su esposo tambi n estaba ah , en un espacio que llamaban la Torre , siendo claroé í “ ”  

que la tomaron detenida para presionar a su esposo para que diera informaci n,ó  

pudiendo  verlo  el  19  de  febrero  de  1975,  momento  en  que  lleg  a  Chile  eló  

Subsecretario de las Naciones Unidas, sr. Brandfor Morse, por lo que accedieron a 

reconocerla como prisionera pol tica, traslad ndola al centro Cuatro lamos, dondeí á Á  

permaneci  un par de d as, hasta llevarla a Tres lamos. A aden que en ese lugar laó í Á ñ  

visit  el Subsecretario de Naciones Unidas, quien exigi  su libertad inmediata. Luego,ó ó  

la trasladaron al Hospital Barros Lucos para que naciera su hijo Jos  Miguel Cortezé  

Wenger, rodeado de guardias militares armados que no se separaron de ella, para 

volver nuevamente a Tres lamos, donde fueron prisioneros un par de meses, hastaÁ  

que la Dina cumpli  el acuerdo con Naciones Unidas. ó

Sin perjuicio de su liberaci n, indican que por diversas fuentes supieron que laó  

Dina  esperar a  que  la  misi n  de  Naciones  Unidas  abandonase  el  pa s  paraí ó í  

secuestrarla  nuevamente  y  hacerla  desaparecer,  por  lo  que  tuvieron  que  vivir 

escondidos varios meses, hasta que salieron de exilio a Suecia, provocando una gran 

sensaci n de terror, inseguridad, confusi n y dolor, adem s de ser un ni o nerviosoó ó á ñ  

que durmi  mal por a os. ó ñ

En ese sentido, fundan su pretensi n en el hecho que el informe Rettig refiereó  

a don Manuel Edgardo del Carmen Cortez Joo, como un detenido desaparecido en 

Santiago, en febrero de 1975, cuando ten a 28 a os de edad, casado y con un hijo,í ñ  

militante del Movimiento de Izquierda Revolucionaria, por miembros de la Direcci nó  

Nacional de Inteligencia Nacional. 

Explica que posteriormente, se dispuso la creaci n de la Comisi n Nacionaló ó  

sobre Prisi n y Tortura, cuyo objetivo fue suplir las carencias de las Comisi n Rettig,ó ó  
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que  solo  pudo  pronunciarse  sobre  los  muertos  en  manos  de  agentes  del  Estado 

durante el gobierno militar, sin referencia a las v ctimas de tortura y prisi n en manosí ó  

de  agente  del  Estado  que  no  murieron.  Por  dicha  raz n  se  cre  la  Comisi nó ó ó  

Presidencial  Asesora  para  la  Calificaci n  de  Detenidos  Desparecidos,  Ejecutadosó  

Pol ticos y V ctimas de Prisi n Pol tica y Tortura. í í ó í

Indica  que  por  medio  del  art culo  38  de  la  Constituci n  Pol tica  de  laí ó í  

Rep blica y la ley N  18.575 de Bases Generales de la Administraci n del Estado, seú ° ó  

acredita  de  manera  inequ voca  la  responsabilidad  civil  del  Estado,  atendida  laí  

comisi n de los delitos en el ejercicio y con ocasi n de las funciones p blicas de susó ó ú  

integrantes. 

En cuanto a la responsabilidad extracontractual, exponen que se acredit  laó  

calidad de v ctimas, la participaci n de los hechores del il cito descrito, ya sea ení ó í  

calidad  de  autores  y  c mplices,  dependientes  del  Fisco  de  Chile,  adem s  de  laó á  

existencia de da os f sicos, patrimoniales y morales que han reca do en su persona.ñ í í  

Sobre el da o moral, refieren que es enorme la violencia de las circunstancias en queñ  

se produjo su tortura y detenci n quedando marcadas en su memoria y en la de suó  

hijo, como ser  acreditado en autos. á

As  las cosas, sostienen que se cumple a cabalidad todos los requisitos de laí  

responsabilidad extracontractual,  existiendo una actuaci n  anormal  en extremo deó  

agentes del  Estado, como parte de una pol tica sist mica de la Dictadura Militar,í é  

ejecutada en orden a eliminar toda forma de disidencia y que en este caso result  enó  

una violencia f sica y psicol gica en extremo en contra de su persona y su hijo. í ó

En cuanto a la imprescriptibilidad de las acciones judiciales en casos de delitos 

de  lesa  humanidad,  indican  que  los  hechos  objeto  de  la  demanda  constituyen 

infracciones graves a los Convenios de Ginebra y por lo mismo se constituyen en 

cr menes de guerra y cr menes contra la humanidad, situaci n de enorme relevancia,í í ó  

por cuanto su persecuci n y castigo se funda en principios de derecho internacionaló  

general  que  forma  parte  del  derecho  internacional  positivo.  A ade  que  lañ  

imprescriptibilidad de este  tipo de cr menes tienen en cuenta,  adem s,  el  especialí á  

contexto hist rico en que se cometieron, toda vez que fueron ejecutados por agentesó  

de un r gimen de facto que, tal como se ha demostrado en reiteradas causas sobreé  

violaciones a los derechos humanos ventilados ante los Tribunales de la Rep blica,ú  

practic  el terrorismo de Estado en forma sistem tica, con lo que la sensaci n deó á ó  

impunidad y temor existente  en la  poblaci n  de la  zona y el  pa s  continua unaó í  

realidad que se debe tener presente. 

 A mayor abundamiento, indican que el Estado de Chile tambi n ha ratificadoé  

la Convenci n Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, por lo que unaó  
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eventual declaraci n de prescripci n de la acci n civil, no resultar a acorde con eló ó ó í  

deber asumido por el Estado de Chile ante la comunidad internacional. 

En relaci n a lo expuesto, se alan que los Tribunales Superiores de Justiciaó ñ  

desde  los  a os  2005  y  2006  han  dictado  diversos  fallos  que  se  inclinan  por  lañ  

imprescriptibilidad de los cr menes de guerra y cr menes contra la humanidad, en losí í  

que indica que la imprescriptibilidad de los cr menes de guerra deriva de principios deí  

derecho  internacional  general  que  desde  la  d cada  de  los  70  son  parte  delé  

ordenamiento jur dico. í

Concluyen que los hechos descritos han generado profundas y perturbadoras 

huellas que han marcado para siempre sus vidas, tanto en el plano econ mico comoó  

en el plano emocional. 

Previas citas legales, solicitan tener por interpuesta demanda de indemnizaci nó  

de  perjuicios  por  responsabilidad  extracontractual  en  contra  del  Fisco  de  Chile, 

representado  por  la  abogado  procuradora  fiscal  do a  Ruth  Israel  L pez,  yañ ó  

individualizados, a fin de que se condene al pago de la suma de $200.000.000, por 

cada demandante,  y en total  la  suma de $400.000.000,  con reajustes  e  intereses, 

contados desde la fecha de presentaci n de la demanda y hasta su pago efectivo, o enó  

su defecto, el monto, reajustes e intereses que se determine de acuerdo al m rito delé  

proceso, con costas; 

SEGUNDO: Que, con fecha 06 de enero de 2021, comparece la demandada 

oponiendo excepciones dilatorias de litis pendencia y de ineptitud de libelo, las que 

previo traslado de la contraria, se rechazaron con fecha 06 de enero de 2022; 

TERCERO: Que,  con  fecha  18  de  enero  de  2022,  la  parte  demandada 

contesta la acci n deducida en su contra, a trav s  del se or Abogado Procuradoró é ñ  

Fiscal del Consejo de Defensa del Estado, do a Carolina V squez Rojas, solicitando elñ á  

rechazo de la misma, en base a los siguientes argumentos.

En primer lugar, deduce la excepci n de reparaci n integral - improcedenciaó ó  

de  la  indemnizaci n  solicitada por  haber  sido  ya  indemnizados  los  demandantes,ó  

defensa que opone, atendidas las reparaciones ya otorgadas a las v ctimas y a losí  

familiares de v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos, haciendo presente alí  

efecto que la Ley N  19.123, as  como otras normas jur dicas conexas, en su conjunto° í í  

han  establecido  los  diversos  mecanismos  mediante  los  cuales  se  ha concretado  la 

compensaci n  a tales  v ctimas  y familiares,  estableci ndose  al  efecto  los  siguientesó í é  

mecanismos:  a)  Reparaciones  mediante  transferencias  directas  de  dinero;  b) 

Reparaciones  mediante  la  asignaci n  de  derechos  sobre  prestaciones  estatalesó  

espec ficas; y c) Reparaciones simb licas. í ó

Que, en cuanto a la reparaci n mediante transferencias directas de dinero,ó  

sostiene que en t rmino de costos generales para el Estado de Chile, dicho tipo deé  
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indemnizaciones ha significado a diciembre de 2019, las siguientes sumas de dinero: a) 

Pensiones: La suma de $247.751.547.837, como parte de las asignadas por la Ley N° 

19.123; b) Pensiones: La suma de $648.871.782.936, como parte de las asignadas por 

la Ley N  19.992; c) Bonos: La suma de $41.910.643.367, asignada por la ley 19.980,°  

m s  la  suma  de  $23.388.490.737,  por  la  ley  N  19.992;  c)  Desahucio  (Bonoá °  

Compensatorio): la suma de $1.464.702.888, asignada por la ley N  19.123; y d) Bono°  

Extraordinario (Ley N  20.874), la suma de $23.388.490.737.°

En s ntesis, a diciembre de 2019, el Fisco de Chile ha desembolsado un totalí  

de $992.084.910.400. 

En la especie, indica que el actor ha recibido beneficios pecuniarios al amparo 

de  las  Leyes  Ns  19.234  y  19.992,  y  sus  respectivas  modificaciones,  leyes  que°  

establecieron una pensi n anual reajustable de $1.353.798, para beneficiarios menoresó  

de 70 a os; la suma de $1.480.284, para beneficiarios de 70 o m s a os de edad, y lañ á ñ  

cantidad de $1.549.422, para mayores de 75 a os de edad. Adicionalmente a losñ  

montos antes referidos, los demandantes recibieron en forma reciente el aporte nicoú  

de reparaci n contemplado por la Ley N  20.874, por la suma de $1.000.000. ó °

Luego y en cuanto a las reparaciones mediante asignaci n de derechos sobreó  

prestaciones estatales espec ficas, explica que se concedi  a los beneficiarios de la Leyí ó  

N  19.234, como de la Ley N  19.992, el derecho a gratuidad en las prestaciones° °  

m dicas  otorgadas  por  el  Programa de  Reparaci n  y  Atenci n  Integral  de  Saludé ó ó  

(Prais),  ofreci ndose  asimismo  el  apoyo  t cnico  y  de  rehabilitaci n  f sica  para  laé é ó í  

superaci n de lesiones f sicas que sean producto de la prisi n pol tica o tortura. ó í ó í

Adicionalmente,  se  incluyeron  entre  dichos  beneficios,  aquellos  de  car cterá  

educacional, consistentes en la continuidad y gratuidad de los estudios b sicos, mediosá  

y superiores, ello a cargo de la Divisi n de Educaci n Superior del Ministerio deó ó  

Educaci n, adem s de haberse concedido beneficios en vivienda. ó á

Finalmente, y en lo relativo a las reparaciones simb licas, destaca la ejecuci nó ó  

de  diversas  obras,  como  las  siguientes:  a)  La  construcci n  del  Memorial  deló  

Cementerio General en Santiago en el a o 1993; b) El establecimiento, mediante elñ  

Decreto N  121, del Ministerio Secretar a General de la Presidencia, de 10 de octubre° í  

de  2006,  del  D a  Nacional  del  Detenido  Desaparecido;  c)  La  reconstrucci n  delí ó  

Museo de la Memoria y los Derechos Humanos; d) El establecimiento, mediante la 

Ley N  20.405, del Premio Nacional de los Derechos Humanos; e) La construcci n de° ó  

diversos memoriales y obras a lo largo de todo el pa s; entre otros.í

Sostiene que de todo lo expresado se puede concluir que los esfuerzos del 

Estado de Chile, por reparar a las v ctimas de violaciones a los Derechos Humanos,í  

incluyendo  a  los  demandantes,  no  s lo  han  cumplido  con  todos  los  est ndaresó á  

internacionales  de  justicia  transicional,  sino  que  se  han  provisto  indemnizaciones 
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razonables  con nuestra realidad financiera,  las  que efectivamente han apuntado a 

compensar a las v ctimas por los da os, tanto morales como patrimoniales, sufridos aí ñ  

consecuencia de tales violaciones. 

En efecto, indica que rganos internacionales como la Corte Interamericana deó  

Justicia  han  valorado  positivamente  la  pol tica  de  reparaci n  de  violaciones  deí ó  

Derechos Humanos desarrollada por Chile, a tal punto que han denegado otro tipo 

de reparaci n pecuniaria, luego de tomar en consideraci n los montos ya pagados poró ó  

el Estado, por concepto de pensiones, beneficios y prestaciones p blicas.ú

Estando entonces la acci n deducida en autos basada en los mismos hechos yó  

pretendi ndose  indemnizar  los  mismos  da os  que  han  inspirado  precisamente  elé ñ  

c mulo de acciones reparatorias ya enunciadas, as  como el tenor de los documentosú í  

oficiales  que  ser n  acompa ados  en  su  oportunidad,  á ñ se  opone  la  excepci n  deó  

reparaci n integral, por haber sido ya indemnizados los demandantes.ó

En segundo lugar, adem s opone la excepci n de prescripci n extintiva de lasá ó ó  

acciones y derechos invocados en la demanda, toda vez que de acuerdo al relato de 

los actores la detenci n ilegal, prisi n y tortura que sufrieron, ocurrieron hasta el mesó ó  

de marzo de 1975. En ese sentido, en circunstancias que la demanda de autos fue 

notificada a su parte s lo con fecha 17 de diciembre de 2020, habiendo transcurridoó  

con creces el plazo de prescripci n establecido en el art culo 2332 del C digo Civil,ó í ó  

aun si se entiende suspendido el referido plazo legal durante todo el per odo de laí  

Dictadura Militar. 

En subsidio y, para el caso de estimarse que el art culo 2332 del C digo Civilí ó  

no es aplicable al caso de autos, alega la prescripci n extintiva ordinaria de acciones yó  

derechos de cinco a os, que previenen los art culos 2514 y 2515, por cuanto entre lañ í  

fecha en que se habr an hecho exigibles los supuestos derechos a indemnizaci n, a laí ó  

fecha de notificaci n de la demanda, habr a transcurrido en exceso dicho plazo legal.ó í

Previo  an lisis  de  jurisprudencia  sobre  la  prescripci n,  agrega  que  en  elá ó  

Derecho Internacional de los Derechos Humanos no hay tratados que establezcan la 

imprescriptibilidad  de  las  acciones  civiles  derivadas  de  los  cr menes  denominadosí  

como de lesa humanidad. Al respecto, cita La Convenci n sobre la Imprescriptibilidadó  

de los Cr menes de Guerra y Cr menes de Lesa Humanidad; El Pacto Internacionalí í  

de Derechos Civiles y Pol ticos; La Convenci n Americana de Derechos Humanos; yí ó  

el Convenio de Ginebra sobre Tratamientos de los Prisioneros de Guerra, entre otros. 

Concluye  que  no  habiendo,  en  consecuencia,  norma  expresa  de  Derecho 

Internacional  de  Derechos  Humanos,  debidamente  incorporada  a  nuestro 

ordenamiento jur dico interno, que disponga la imprescriptibilidad de la obligaci ní ó  

estatal  de  indemnizar,  y  no  pudiendo  tampoco  aplicarse  por  analog a  laí  

imprescriptibilidad penal en materia civil, el Tribunal no puede apartarse del claro 
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mandato de la ley interna al resolver esta contienda y aplicar las normas contenidas 

en  los  art culos  2332  y  2497  del  C digo  Civil,  que  establecen  las  reglas  sobreí ó  

prescriptibilidad de la responsabilidad patrimonial del Estado.

En  tercer  lugar,  en  cuanto  al  da o  e  indemnizaciones  reclamadas  y,  enñ  

subsidio, de las defensas y excepciones planteadas precedentemente, solicita que la 

suma de $200.000.000, para cada uno de los demandantes, se rechace, por cuanto la 

indemnizaci n de perjuicios tiene por objeto restablecer el equilibrio destruido por eló  

hecho il cito,  otorgando a la  v ctima un valor  equivalente  a  la  cuant a del  da oí í í ñ  

sufrido, para ponerla en el mismo estado que ten as antes del acto da oso. En talí ñ  

sentido,  hay  que  regular  el  monto  de  la  indemnizaci n  de  que  debe  ser  unó  

procedimiento destinado a atenuar los efectos o el rigor de la p rdida extrapatrimonialé  

sufrida.  

Enfatiza que tampoco resulta procedente acudir a la capacidad econ mica deó  

la  demandante  y/o  del  demandado  como  elemento  para  fijar  la  cuant a  de  laí  

indemnizaci n, y que el da o moral debe ser legalmente acreditado en el juicio conó ñ  

arreglo a la ley, por lo que la extensi n de cada da o y el monto de la indemnizaci nó ñ ó  

pretendida deber  ser justificada ntegramente.á í

En cuarto lugar  y,  en forma subsidiaria,  alega que la regulaci n del  da oó ñ  

moral debe considerar los pagos ya recibidos del Estado y guardar armon a con losí  

montos establecidos por los Tribunales, pues su finalidad fue precisamente reparar el 

da o moral, agregando que de no accederse a dicha petici n subsidiaria, implicar añ ó í  

una  doble  indemnizaci n  por  un  mismo  hecho,  lo  cual  contrar a  los  principiosó í  

jur dicos b sicos del derecho en orden a que no es jur dicamente procedente que uní á í  

da o sea indemnizado dos veces. ñ

Finalmente,  hace presente  la improcedencia  de los  reajustes  e intereses  del 

modo en que han sido solicitados por el demandante en su libelo, esto es, desde la 

notificaci n  de  la  demanda,  por  cuanto  mientras  no  exista  sentencia  firme  yó  

ejecutoriada en autos, no existe ninguna obligaci n para la demandada, no existiendoó  

por ende ninguna suma de dinero que deba ser reajustada, mientras que trat ndoseá  

de los intereses demandados, explica que el art culo 1551 del C digo Civil, estableceí ó  

expresamente  que  el  deudor  no est  en  mora sino cuando ha sido judicialmenteá  

reconvenido y se haya retardado el cumplimiento de la sentencia. 

Por tanto, solicita al Tribunal tener por contestada la demanda de autos, y con 

su m rito, conforme a las excepciones, defensas y alegaciones opuestas, rechazar dichaé  

acci n  indemnizatoria  en  todas  sus  partes,  con  costas,  y  en  subsidio,  rebajaró  

sustancialmente el monto indemnizatorio pretendido;

CUARTO: Que,  con fecha 02 de febrero de 2022,  la  parte  demandante 

evacu  el tr mite de la r plica. ó á é
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En  cuanto  a  las  excepci n  de  reparaci n  integral,  enfatiza  que  lasó ó  

bonificaciones  y  dem s  beneficios  otorgadas  por  el  Fisco  de  Chile  a  las  v ctimasá í  

directas de violaciones graves a los derechos humanos y fundamentales, como es el 

caso de autos, son de naturaleza y finalidad especiales, por lo que en nada obsta a 

que las v ctimas puedan acceder a la indemnizaci n que se persigue. í ó

En  cuanto  a  la  prescripci n  extintiva  interpuesta,  expone  que  ló a 

responsabilidad del Estado no se hace efectiva nicamente a trav s de las normas delú é  

C digo Civil tal como lo establece la defensa fiscal. En efecto, existen otras normasó  

jur dicas de car cter constitucional, administrativo e internacional que tienen plenaí á  

validez y eficacia y, que, por lo dem s ya han sido aplicadas por nuestros tribunalesá  

superiores en materia de violaciones graves a los derechos humanos, incluyendo entre 

ellos, por cierto, a la Excelent sima Corte Suprema. í

Concluye  que  la  ausencia  de  norma  expresa  que  regule  la  prescripci nó  

extintiva de las acciones de reparaci n por violaci n de los derechos humanos de lasó ó  

personas debe ser resuelta e integrada mediante la interpretaci n arm nica de lasó ó  

normas y principios del Derecho P blico tanto como del Derecho Internacional de losú  

Derechos Humanos, quedando proscrita la aplicaci n anal gica de los art culos 2332,ó ó í  

2514 y 2515 del C digoó  Civil, ya por su naturaleza ciertamente sancionatoria, ya por 

la  contrariedad  de  los  fines  y  postulados  que  informan al  Derecho  Privado y  al  

P blico, ya por la disparidad de las  situaciones que se busca regular:  mientras  elú  

C digo Civil regula relaciones de tipo contractual vinculada a un negocio com n oó ú  

bien da os derivados de delitos o cuasidelitos civiles, aqu  nos encontramos frente añ í  

delitos  de  la  mayor  gravedad  que  importan  una  afrenta  hacia  la  comunidad 

internacional en su conjunto. As , al no existir una similitud en las situaciones f cticasí á  

no resulta viable la analog a que supone hechos de igual valor que implique igualesí  

consecuencias jur dicas.í

Respecto  al  monto  demandado,  refiere  que  no  existe  dinero  alguno  que 

compense el da o que los actores padecen, consignando una cifra porque as  se exigeñ í  

en las pretensiones concretas. 

En cuanto a la excepci n subsidiaria opuesta por el Fisco, y que la regulaci nó ó  

del da o moral debe considerar los pagos recibidos y guardar armon a con los montosñ í  

dejados por los tribunales, sostiene que estos son propios de la esfera de su discreci nó  

y dice relaci n estrecha con los hechos caso a caso. ó

Finalmente, refiere que la obligaci n del Fisco existe con anterioridad a laó  

dictaci n de la sentencia y, por consiguiente, no existe discusi n acerca del plazo enó ó  

que este reajuste debe computarse; 
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QUINTO:  Que, con fecha 16 de febrero de 2022, la demandada evacu  eló  

tr mite de la d plica, reiterando las excepciones, alegaciones y defensas opuestas en elá ú  

escrito de contestaci n de la demanda, adem s de agregar jurisprudencia al respecto; ó á

SEXTO: Que, con fecha 25 de febrero de 2022, se recibi  la causa a prueba,ó  

notific ndose a la parte demandada con fecha 14 de marzo de 2022, y a la parteá  

demandante, con fecha 05 de abril de 2022. 

Luego, con fecha 02 de mayo de 2022, se acogi  el  recurso de reposici nó ó  

interpuesto por la parte demandante, fij ndose como hechos sustanciales, pertinentes yá  

controvertidos los all  se alados; í ñ

S PTIMO:  É Que, a fin de acreditar los fundamentos de su acci n, la parteó  

demandante rindi  prueba instrumental, consistente, en lo pertinente, en:ó

1.- Copia de certificado de nacimiento de do a Gabriela del Carmen Wengerñ  

Meza; 

2.- Copia de certificado de nacimiento de don Jos  Miguel Cortez  Wenger; é

3.- Copia de escritura p blica de fecha 28 de mayo de 2020, otorgada ante elú  

Canciller del Consulado de Chile en Estocolmo, Repertorio N  90, Mandato Especial°  

de Gabriela del Carmen Wenger Meza a Pedro Edgardo Ruz Castillo; 

4.- Copia de escritura p blica de fecha 28 de mayo de 2020, otorgada ante elú  

Canciller del Consulado de Chile en Estocolmo, Repertorio N  89, Mandato Especial°  

de Jos  Miguel Ruz Castillo a Pedro Edgardo Ruz Castillo; é

5.- Copia de n meros 26627 al 26708, de la n mina de la Comisi n sobreú ó ó  

Prisi n Pol tica y Tortura, y anexo de menores de edad nacidos en prisi n o detenidosó í ó  

con su padres; 

6.-  Copia de certificado de t tulo de abogado de don Pedro Edgardo Ruzí  

Castillo; 

7.-  Copia  de  certificado  de  matrimonio  de  Manuel  Edgardo  del  Carmen 

Cortez Joo, y do a Gabriela del Carmen Wenger Meza; ñ

8.- Copia de certificado de nacimiento de don Manuel Edgardo del Carmen 

Cortez Joo; 

9.- Copia de n mina de personas reconocidas como v ctimas, de fecha 28 deó í  

noviembre  de  2004,  emitido  por  la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  yó ó í  

Tortura; 

10.- Copia de sentencia de reemplazo, de fecha 05 de agosto de 2021, dictada 

por la Tercera Sala de la Excelent sima Corte Suprema, Rol N  82-2021; í °

11.- Copia de sentencia de fecha 29 de noviembre de 2018, dictada por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Ordenes Guerra  otros vs Chile; 

12.- Copia de sentencia, de fecha 09 de noviembre de 2021, dictada por la 

Segunda Sala de la Excelent sima Corte Suprema, Rol N  95.096-2020; í °
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13.- Copia de sentencia, de fecha 26 de julio de 2021, dictada por la Segunda 

Sala de la Excelent sima Corte Suprema, Rol N  132.353-2020; í °

14.- Copia de documento denominado norma t cnica para la atenci n en“ é ó  

salud de personas afectadas por la represi n pol tica ejercida por el  Estado en eló í  

periodo 1973-1990 , emitido por el Ministerio de Salud del Gobierno de Chile; ”

OCTAVO:  Que, por su parte, la demandada acompa  la siguiente pruebañó  

documental: 

1.-  Copia  de  demanda  de  indemnizaci n  de  perjuicios,  interpuesta  poró  

Gabriela del Carmen Wenger Meza y Jos  Miguel Cortez Wenger, en contra delé  

Consejo de Defensa del Estado; 

2.-  Copia  de  escrito  de  contesta  demanda,  en  causa  Rol  C-10542-2020, 

tramitado ante el 22  Juzgado Civil de Santiago, caratulada Cortez Wenger y otra° “  

con Fisco de Chile ;”

3.-  Copia  de  resoluci n  que  recibe  la  causa  a  prueba,  de  fecha  01  deó  

diciembre de 2020, en causa Rol C-10542-2020, seguida ante el 22  Juzgado Civil de°  

Santiago, caratulada Cortez con Fisco de Chile-Consejo de Defensa del Estado de“  

Chile ; ”

4.-  Copia de Resoluci n Tra N  45/142/2017,  emitida por el  Consejo deó °  

Defensa del Estado, con fecha 30 de agosto de 2017, relativa al nombramiento de 

do a  Ernestina  Ruth  Israel  L pez,  en  calidad  de  abogado  Procurado  Fiscal  deñ ó  

Santiago;

5.- Copia de certificado de fecha 17 de enero de 2022, emitido por el Consejo 

de Defensa del Estado;

NOVENO:  Que, el tribunal, a solicitud de la parte demandada orden  laó  

siguiente diligencia probatoria:

1.- Oficio Ord. DSGT N  4792-5316, de fecha 07 de febrero de 2022, emitido°  

por el  Instituto de Previsi n Social,  Departamento Gesti n de Beneficios,  Unidadó ó  

Valech, Rettig y otros Beneficios Reparatorios, respecto de Wenger Meza Gabriela 

del Carmen y Cortez Wenger Jos  Miguel. Dicha diligencia se encuentra acompa adaé ñ  

a los autos con fecha 10 de febrero de 2022, a folio 34;  

D CIMO: É Que, son hechos de la causa, por as  encontrarse acreditados en elí  

proceso, los siguientes:

1.- Que do a Gabriela Del Carmen Wenger Meza naci  con fecha 05 deñ ó  

noviembre de 1946, nacionaliz ndose sueca a contar del 07 de octubre de 1994; á

2.- Que don Jos  Miguel Cortez Wenger, naci  con fecha 06 de marzo deé ó  

1975, hijo de Manuel Edgardo del Carmen Cortez Joo y de Gabriela Del Carmen 

Wenger Meza; 
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3.- Que do a Gabriela Del Carmen Wenger Meza contrajo matrimonio conñ  

don Manuel Edgardo del Carmen Cortez Joo, con fecha 27 de diciembre de 1972; 

4.-  Que do a Gabriela Del  Carmen Wenger Meza se  encuentra calificadañ  

como v ctima en el  listado de prisioneros pol ticos  y torturados,  elaborado por laí í  

Comisi n  Asesora  Presidencial  para  la  Calificaci n  de  Detenidos  Desaparecidos,ó ó  

Ejecutados  Pol ticos  y  V ctimas  de  Prisi n  Pol tica  y  Tortura,  conocida  comoí í ó í  

Comisi n Valech, Registro N  26688; y su hijo, Jos  Miguel Cortez Wenger, comoó ° é  

menor de edad nacido en prisi n o detenido con sus padres, de acuerdo a anexoó  

respectivo, numeral 29; 

5.- Que, do a Gabriela Del Carmen Wenger Meza, ha obtenido los siguientesñ  

beneficios de reparaci n: como beneficiaria de su c nyuge, sr. Cortez Joo, un totaló ó  

emitido de $105.623.185, m s bonificaci n por $790.584, aguinaldos por $769.323, loá ó  

que hace un total a la fecha de emisi n del oficio respectivo, que data del 07 deó  

febrero de 2022, de $107.183.092, sin perjuicio de la pensi n que sigue percibiendoó  

en  forma  mensual,  de  $628.246,  a  lo  que  deben  sumarse  los  beneficios  a  t tuloí  

personal,  total  emitido  $32.450.541,  m s  aporte  nico  de  $1.000.000,  totalá ú  

$33.450.541, y pensi n permanente de $237.795. Luego, sin considerar las pensionesó  

futuras, a la febrero de 2022, la actora ha percibido tanto en calidad de beneficiaria 

de su c nyuge como en calidad propia, ó $140.633.633;      

6.- Que, por su parte, el actor sr. Jos  Miguel Cortez Wenger, ha obtenido losé  

siguientes beneficios de reparaci n: como beneficiario de su padre, sr. Cortez Joo, unó  

total emitido de $4.125.543, m s bono ley 19.980, por $5.847.457, bonificaci n porá ó  

$296.472, aguinaldos por $128.031, lo que hace un total a la fecha de emisi n deló  

oficio respectivo, que data del 07 de febrero de 2022, de  $10.424.503, a lo que 

deben sumarse los beneficios a t tulo personal, total emitido $31.354.578, m s aporteí á  

nico  de  $1.000.000,  aguinaldos  por  $562.653,  total  ú $32.917.231,  y  pensi nó  

permanente de $207.774. Luego, sin considerar las pensiones futuras, a la febrero de 

2022, el actor ha percibido tanto en calidad de beneficiario de su padre como en 

calidad propia, $43.341.734;      

7.- Que los actores de esta causa, se ores Gabriela Del Carmen Wenger Mezañ  

y Jos  Miguel  Cortez  Wenger,  dedujeron tambi n demanda de indemnizaci n  deé é ó  

perjuicios en contra del Fisco de Chile, con ante el 22  Juzgado Civil de Santiago,°  

Rol 10.542-2020, pretendiendo una indemnizaci n para cada uno de ellos, ascendenteó  

a $200.000.000, esto es, un total de $400.000.000, con ocasi n de los da os sufridosó ñ  

por la detenci n y desaparici n de su c nyuge y padre, respectivamente, sr. Manueló ó ó  

Edgardo del Carmen Cortez Joo; 

UND CIMO:É  Que, como se adelant , en estos autos se ha deducido acci nó ó  

de indemnizaci n de perjuicios por do a Gabriela Del Carmen Wenger Meza y Josó ñ é 
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Miguel Cortez Wenger, en contra del Fisco de Chile, en atenci n al da o sufridoó ñ  

producto  de  su  detenci n  en  manos  de  agentes  del  Estado,  la  primera  estandoó  

embarazada y el segundo, detenido junto a su madre, una vez que sta dio a luz,é  

siendo reconocida la sra. Wenger Meza como v ctima de violaci n a los Derechosí ó  

Humanos, por la denominada Comisi n Valech, y el sr. Cortez Wegner, como menoró  

de edad nacido en prisi n o detenido con sus padres, solicitando cada uno de ellos,ó  

una indemnizaci n ascendente a $200.000.000 por concepto de da o moral o lo queó ñ  

el Tribunal estime pertinente.

Que, por su parte, el Consejo de Defensa del Estado, en representaci n deló  

Fisco  de  Chile,  contesta  la  demanda,  solicitando  su  rechazo,  en  base  a  diversos 

argumentos, oponiendo excepci n de reparaci n integral, por cuanto los actores hanó ó  

sido reparados mediante desagravios de car cter simb lico y en programas; y haberá ó  

operado la prescripci n de la acci n, tanto de 4 a os establecida en el art culo 2332ó ó ñ í  

del C digo Civil como de 5 a os del art culo 2515 del mismo cuerpo de leyes. Enó ñ í  

subsidio, para el caso de acogerse la presente acci n, solicita que el da o sea reguladoó ñ  

teniendo en consideraci n los beneficios extrapatrimoniales ya recibidos del Estado;ó

DUODÉCIMO: Que, en cuanto a la denominada excepci n de reparaci n“ ó ó  

integral  que  opone  la  demandada,  por  haber  sido  resarcidos  los  actores  en”  

conformidad a la Ley N  19.123 y N  19.980, cabe se alar que si bien consta en° ° ñ  

Ordinario N  4792-5316, de 07 de febrero de 2022, del Instituto de Previsi n Social,° ó  

que do a Gabriela Del Carmen Wenger Meza, ha percibido a la fecha la suma deñ  

$140.633.633, tanto en calidad de beneficiaria de su c nyuge como a t tulo propio, yó í  

sin perjuicio de seguir percibiendo 2 pensiones (de  $628.246 y $237.795), y el sr. José 

Miguel Cortez Wenger, en ambas calidades, ha obtenido la suma de  $43.341.734, 

m s la pensi n que sigue recibiendo ($207.774), lo cierto es que tales beneficios noá ó  

son incompatibles con las indemnizaciones que por esta v a se solicitan, como ya haí  

sido establecido reiteradamente por la jurisprudencia de nuestros tribunales superiores 

de justicia.

Por otra parte, las reparaciones de car cter simb lico a las que hace referenciaá ó  

la  demandada,  no  resultan  en  modo  alguno  incompatibles  con  una  eventual 

indemnizaci n de perjuicios -de considerarse que concurren los requisitos para ello-,ó  

m s  a n  si  la  propia  ley  no  establece  dicha  incompatibilidad  para  la  reparaci ná ú ó  

monetaria, de acuerdo al art culo 24 de la citada ley, que dispone: La pensi n deí “ ó  

reparaci n ser  compatible con cualquiera otra, de cualquier car cter, de que goce oó á á  

que pudiere corresponder al respectivo beneficiario. Ser , asimismo, compatible coná  

cualquier otro beneficio de seguridad social establecido en las leyes . De este modo,”  

no siendo incompatible una reparaci n de car cter monetario con una indemnizaci nó á ó  
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de perjuicios, con mayor raz n resulta compatible -a juicio de esta Magistrado- conó  

una reparaci n meramente simb lica;ó ó

DÉCIMO  TERCERO: Que,  por  otra  parte,  la  demandada  alega  la 

prescripci n de la acci n, de 4 a os contemplada en el art culo 2332 del C digo Civiló ó ñ í ó  

y, en subsidio, de 5 a os establecida en el art culo 2515 del mismo Cuerpo de leyes.ñ í

Que, luego y de acuerdo a lo debatido por las partes, procede dilucidar si 

corresponde o no considerar un estatuto de imprescriptibilidad integral aplicable no 

s lo al mbito de la responsabilidad penal, sino tambi n extensivo al mbito civil deó á é á  

las indemnizaciones en materia de cr menes de lesa humanidad o si, por el contrario,í  

procede  restringir  la  imprescriptibilidad  s lo  a  las  acciones  penales,  debiendo  enó  

consecuencia aplicarse a las acciones civiles la prescripci n conforme la regulaci n deló ó  

Derecho Privado.

Al efecto, ha de se alarse que en la especie, no se trata de una acci n deñ ó  

naturaleza meramente patrimonial, sino de una acci n reparatoria en el mbito deó á  

violaci n a los Derechos Humanos en cr menes de lesa humanidad, que se rige poró í  

preceptos del Derecho Internacional que consagran la imprescriptibilidad. Ello, por 

cuanto la fuente de la obligaci n de reparaci n del Estado se funda no s lo en laó ó ó  

Constituci n Pol tica de la Rep blica, sino tambi n en los principios generales deló í ú é  

Derecho Humanitario y los Tratados Internacionales, los que deben primar por sobre 

las codificaciones civilistas internas.

De otra parte, la aplicaci n de la prescripci n del Derecho Privado en esteó ó  

caso lesionar a valores fundamentales, desde el punto de vista jur dico como moral,í í  

toda vez que la aludida instituci n constituye un amparo para el ente estatal y, por loó  

mismo, su aplicaci n en el campo del Derecho P blico importar a soslayar el deberó ú í  

del Estado de cumplir sus fines propios, dejando en el desamparo a las personas, lo 

que se traduce en una negaci n de sus Derechos Fundamentales, tales como la vida eó  

integridad f sica, precisamente por quien es el obligado a resguardarlos.í

Luego,  por un principio de coherencia  jur dica,  la  imprescriptibilidad debeí  

regir tanto en el mbito civil, cuanto en el mbito penal, sin que obste a ello el falloá á  

aludido por la demandada en apoyo a su defensa, relativo al recurso de casaci n en eló  

fondo  conocido  por  el  Tribunal  Pleno  de  nuestra  Excma.  Corte  Suprema,  en 

conformidad  al  art culo  780  del  C digo  de  Procedimiento  Civil,  pues  no  debeí ó  

obviarse el efecto relativo de las sentencias y el hecho que, en materias tan sensibles 

como sta, la jurisprudencia se torna din mica, como se ha podido constatar en losé á  

ltimos a os.ú ñ

As , en diversos fallos de nuestro m ximo Tribunal, se ha razonado que  ení á “…  

el  caso  en  an lisis,  dado  el  car cter  de  delitos  de  lesa  humanidad de  los  il citosá á í  

verificados, con la intervenci n de agentes del Estado amparados en un manto deó  
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impunidad  tejido  con  recursos  estatales,  se  debe  concluir  no  s lo  aparejada  laó  

imposibilidad de declarar la prescripci n de la acci n penal que de ellos emana sinoó ó  

que, adem s, la inviabilidad de proclamar la extinci n -por el transcurso del tiempoá ó  

de la posibilidad de ejercer la acci n civil indemnizatoria derivada de los delitos queó  

se  han  tenido  por  acreditados.  Trat ndose  de  delitos  como los  que  aqu  se  haná í  

investigado, que merecen la calificaci n ya se alada, si la acci n penal persecutoria esó ñ ó  

imprescriptible, no resulta coherente entender que la acci n civil indemnizatoria estó é 

sujeta a las normas sobre prescripci n establecidas en la ley civil interna, ya que elloó  

contrar a la voluntad expresa manifestada por el ordenamiento internacional sobreí  

Derechos  Humanos  -integrante  del  sistema  jur dico  nacional  por  disposici n  delí ó  

art culo 5  de la Carta Fundamental- que consagra el derecho de las v ctimas y otrosí ° í  

leg timos  titulares  a  obtener  la  debida  reparaci n  de  los  perjuicios  sufridos  aí ó  

consecuencia del acto il cito  (Sentencia de Reemplazo Rol ICS 5831-2013).í ”

Todas estas reflexiones conducen al rechazo de la excepci n de prescripci nó ó  

enarbolada por la demandada;

DÉCIMO  CUARTO: Que,  descartadas  las  alegaciones  previas  de  la 

demandada,  en relaci n a la pretensi n de los actores,  corresponde determinar sió ó  

concurren  los  presupuestos  que  hacen  procedente  la  indemnizaci n  de  perjuiciosó  

reclamada.

Que, como ya se adelant , en el motivo d cimo precedente, es un hecho de laó é  

causa  que  la  demandada,  sra.  Wenger  Meza,  fue  calificada  por  la  denominada 

Comisi n Valech como V ctima de Violaci n a los Derechos Humanos, constando deló í ó  

mismo modo que su hijo, el sr. Cortez Wenger, aparece en anexo como menor de 

edad nacido o detenido  junto a sus padres. Lo anterior, en relaci n a lo demandado“ ” ó  

en esta causa. 

Que no obstante lo anterior, y sin perjuicio de ser un hecho del proceso que 

ambos  demandantes  revisten  el  car cter  de  v ctimas  de  violaci n  a  los  Derechosá í ó  

Humanos, no puede dejar de observarse por esta juez, la escasa prueba rendida en 

relaci n a la forma de ocurrencia de los hechos, pues solo se cuenta con el relatoó  

expuesto por los actores en su demanda, sin haberse aparejado, por ejemplo, detalle 

de narraci n de hechos consignada en las fichas de la Comisi n Valech, antecedentesó ó  

relativos a certificados del Arzobispado, declaraci n de testigos u otros, que permitaó  

dilucidar al Tribunal el tiempo efectivo de detenci n tanto de la sra. Wenger Mezaó  

como de su hijo, as  como los lugares en que se les mantuvo privados de libertad,í  

prueba que es de cargo de la actora, en conformidad a lo dispuesto en el art culoí  

1698 del C digo Civil e interlocutoria de prueba, teniendo nicamente como hechoó ú  

preciso, la calidad de v ctimas y no las circunstancias propias del caso concreto, lo queí  

no obsta a establecer la responsabilidad del Estado en la detenci n de los actores. ó
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En efecto, la Carta de las Naciones Unidas contiene entre sus prop sitos yó  

principios, el respeto a los Derechos Humanos y a las Libertades Fundamentales de 

todos,  tema  recurrente  en  sus  objetivos  y  que  ha  sido  reiterado  en  posteriores 

Tratados Internacionales.

Por su parte, la Constituci n Pol tica de la Rep blica de 1925, garantizaba aó í ú  

todos los habitantes de la Rep blica la libertad, al regular en sus art culos un estatutoú í  

de derechos de las personas, deberes de las autoridades y requisitos para proceder a la 

privaci n de ella.ó

En el  Acta  Constitucional  de  la  Junta  de  Gobierno,  DL N  1  de  11  de°  

septiembre  de  1973,  en  su  primera  consideraci n  se  expone:  La  fuerza  P blicaó “ ú  

formada constitucionalmente por el Ej rcito, la Armada y el Cuerpo de Carabinerosé  

representa la organizaci n que el Estado se ha dado para el resguardo y defensa de suó  

integridad  f sica  y  moral;  y  de  su  identidad  hist rico  cultural ;  ...  su  misi ní ó …” “ ó  

suprema es  la  de asegurar  por sobre toda otra  consideraci n  la supervivencia  deó  

dichas realidades y valores, que son los superiores y permanentes de la nacionalidad 

chilena.”

El art culo 4 del DL N  5, publicado el 22 de septiembre de 1973, sanciona aí °  

quienes cometieren atentados contra la vida e integridad f sica de las personas, con elí  

prop sito de alterar la seguridad interna o intimidar a la poblaci n o procedan a suó ó  

encierro o detenci n.ó

Luego, trat ndose en la especie de una violaci n a los Derechos Humanosá ó  

debemos acudir tambi n a la Convenci n Americana de Derechos Humanos, que ené ó  

sus art culos 1.1 y 63.1 se ala que cuando ha existido una violaci n a los Derechosí ñ ó  

Humanos surge para el Estado infractor la obligaci n de reparar con el pago de unaó  

justa indemnizaci n a la parte lesionada.ó

De acuerdo con lo que dispone el inciso segundo del aludido precepto, los 

Derechos Humanos asegurados en un tratado se incorporan al ordenamiento jur dicoí  

interno, por lo cual ning n rgano del Estado puede desconocerlos, por el contrarioú Ó  

debe respetarlos  y  promoverlos.  Dicha obligaci n  tambi n deriva de los  Tratadosó é  

Internacionales como el Convenio de Ginebra de 1949, que establece el deber de los 

Estados parte de respetar y hacer respetar el Derecho Internacional Humanitario;

DÉCIMO  QUINTO: Que,  establecida  la  responsabilidad  del  Estado, 

procede ahora determinar la existencia del da o que reclaman los actores.ñ

Ha de se alarse que para que surja la obligaci n de indemnizar los perjuicios,ñ ó  

y pese a la particular naturaleza del da o moral, ñ ste debe ser probado por quiené  

lo  reclama,  toda  vez  que  constituye  un  presupuesto  para  el  origen  de  la 

responsabilidad civil.
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As  la indemnizaci n del da o moral requiere que el mismo sea cierto, valeí ó ñ  

decir, que sea real y no hipot tico, el que deber  ser demostrado por los medios deé á  

prueba legalmente establecidos por nuestro ordenamiento jur dico.í

El da o moral consiste, equivale y tiene su fundamento en el sufrimiento, dolorñ  

o molestia que el hecho il cito ocasiona en la sensibilidad f sica o en los sentimientos oí í  

afectos de una persona. Se toma el t rmino dolor en un sentido amplio, comprensivoé  

del miedo, la emoci n, la verg enza, la pena f sica o moral ocasionado por el hechoó ü í  

da oso.ñ

Tambi n puede ser  entendido,  tal  como lo hace el  profesor Ren  Abeliuké é  

Manasevich como un menoscabo de un bien no patrimonial, en cuanto dolor, pesar, 

angustia  y  molestias  ps quicas  que  sufre  una  persona  en  sus  sentimientos,í  

consecuencias del hecho il cito; un hecho externo que afecta la integridad f sica oí í  

moral del individuo.

El da o moral consiste en la lesi n a los intereses extrapatrimoniales de la“ ñ ó  

v ctima, que son aquellos que afectan a la persona y lo que tiene la persona pero queí  

es  insustituible  por  un valor  en  moneda,  desde  que  no se  puede  medir  con  ese 

elemento de cambio  (Jos  Luis D ez Schwerter. El da o extracontractual. Editorial” é í ñ  

jur dica de Chile, p g. 88);í á

DÉCIMO SEXTO: Que, en orden a acreditar su existencia y avaluaci n, eló  

demandante rindi  escasa prueba, como ya se adelant , que solo da cuenta de laó ó  

calidad de v ctimas de violaci n a los Derechos Humanos de los actores, no as  de laí ó í  

forma en que ello ocurri , como tampoco de los da os sufridos en su oportunidad yó ñ  

que eventualmente pudieran persistir al d a de hoy. í

Que,  no  obstante  ello,  este  Tribunal  no  puede  obviar  las  consecuencias 

ps quicas  y  psicol gicas  que  situaciones  como las  descritas  producen  en  todo  serí ó  

humano, tanto respecto de la sra. Wegner Meza como de su hijo reci n nacido,é  

considerando para ello los m ltiples informes que se han realizado a la fecha, tantoú  

por PRAIS como por otras instituciones; 

DÉCIMO S PTIMO:É  Que, si bien la privaci n de libertad, en el contextoó  

que se ha rese ado, resulta dif cil de calcular y cuantificar, el Tribunal lo regularñ í á 

prudencialmente  en  la  cantidad  total  de  $10.000.000 para  la  sra.  Gabriela  del 

Carmen Wenger Meza y en la suma de $6.000.000 para el sr. Jos  Miguel Cortezé  

Wenger, reiterando lo ya referido en las motivaciones precedentes en cuanto a la 

escasa prueba aportada y teniendo igualmente en consideraci n que sin perjuicio deó  

no resultar incompatibles los beneficios ya concedidos con la indemnizaci n que poró  

esta v a se determina,  no puede desconocerse  que a la fecha,  y en conjunto,  í los 

mismos superan los $180.000.000;  
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DÉCIMO  OCTAVO: Que  al  haberse  determinado  en  esta  sentencia  la 

indemnizaci n  que  debe  satisfacer  la  demandada,  la  suma regulada  se  reajustaró á 

conforme la variaci n del ndice de Precios al Consumidor entre la fecha de estaó Í  

sentencia y el mes que preceda al pago y con intereses desde que la misma quede 

ejecutoriada;

D CIMO NOVENOÉ :  Que, atendido lo dispuesto por el  art culo 144 delí  

C digo  de  Procedimiento  Civil,  no  habiendo  resultado  totalmente  vencida  yó  

estimando esta magistrado que la demandada ha litigado con motivo plausible, se le 

eximir  del pago de las costas de la causa.á

Por estas consideraciones y, de conformidad, con lo que establecen los art culosí  

47, y siguientes, 222 y, 224, 236, 1437, 1700, 1706, 2492 y 2518 del C digo Civil;ó  

art culos 144, 160, 170, 342, 346, 384, 426, 427 y 428 del C digo Civil; Constituci ní ó ó  

Pol tica de la Rep blica; Convenci n Americana de Derecho Humanos; Convenio deí ú ó  

Ginebra de 1949, se resuelve:

a)  Que  se  rechazan las  excepciones  de  reparaci n  integral  y  prescripci nó ó  

deducidas por la demandada;

b) Que se acoge, parcialmente, la demanda de lo principal de 13 de julio de 

2020 y, en consecuencia,  se condena al  Fisco de Chile a pagar a t tulo de da oí ñ  

moral la suma de $10.000.000 para la sra. Gabriela del Carmen Wenger Meza y la 

suma de $6.000.000 para el sr. Jos  Miguel Cortez Wenger, con m s los reajustes eé á  

intereses consignados en el fundamento d cimo octavo precedente;é

c) Que se exime de pago de las costas a la demandada.

Reg strese, notif quese y en su oportunidad, arch vese.í í í

Cons ltese si no se apelare. ú

Rol N° C-10556-2020. 

Pronunciada por do añ  Soledad Araneda Undurraga, Juez Titular.

Autoriza  do a  ñ Ximena  del  Pilar  Andrade  Hormazábal,  Secretaria 

Subrogante.

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del 
art. 162 del C.P.C. En Santiago, treinta de Junio de dos mil veintid s.-ó
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